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SEÑORES: 

JUZGADO TERCERO (3) LABORAL DEL CIRCUITO  

SANTA MARTA - MAGDALENA 

E.  S.  D. 

 

ACCIÓN  : EJECUTIVO LABORAL SEGUIDO DE ORDINARIO.  

DEMANDANTE :  JOSE DOMINGO MEDINA SOLENO. 

C.C. : 12.533.412 

DEMANDADO :  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES      

                                               COLPENSIONES. 

NOTIFICADA :  11 DE AGOSTO DE 2020. 

RADICACIÓN         :   47-001-31-05-003-2018-00086-00. 

 

ASUNTO  : RECURSO CONTRA EL MANDAMIENTO DE PAGO.  

 

 

CESAR EDUARDO CASTAÑO BETANCOURT, mayor y domiciliado en esta ciudad, 

identificado con C.C. No. 1.004.424.638 expedida en Santa Marta, abogado en ejercicio con 

T.P. No. 250.719 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en nombre y representación 

judicial de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, debidamente facultado de conformidad al poder especial que anexo, 

mediante la presente y estando dentro del término de ley para hacerlo, me permito interponer 

RECURSO DE REPOSICIÓN contra el auto que libra mandamiento de pago notificado el 

11 DE AGOSTO DE 2020, de conformidad con lo siguiente:  

 

HECHOS: 

 

1. En curso del proceso Ordinario laboral instaurado por la aquí demandante se profirió fallo 

de primera instancia de fecha 17 de octubre de 2018, confirmada por el Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Santa Marta el 19 de noviembre de 2019. 

 

2. La citada Sentencia tiene constancia de ejecutoria a partir del 12 de diciembre de 2019.  

 

3. La parte actora solicitó se LIBRARA MANDAMIENTO DE PAGO a continuación del 

proceso ordinario.  

 

4. El Despacho libró Mandamiento de Pago el 10 de agosto de 2020 a favor del señor JOSE 

DOMINGO MENDINA SOLENO a cargo de la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES. 

 

5. La notificación del mandamiento de pago al demandado se ordenó y produjo el 11 de 

agosto de 2020 por estado. 
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FUNDAMENTOS JURIDICOS DEL RECURSO: 

 

En cuanto a la EXCEPCIÓN PREVIA: INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA 

DE LOS REQUISITOS FORMALES O POR INDEBIDA ACUMULACIÓN DE 

PRETENSIONES: 

 

El artículo 336 del CPC, señala lo siguiente: “ARTÍCULO 336. EJECUCION CONTRA 

ENTIDADES DE DERECHO PÚBLICO. <Artículo modificado por el Decreto 2282 de 

1989, Artículo 1. Numeral 158 del Decreto 2282 de 1989.  El nuevo texto es el siguiente:>” 

“La Nación no puede ser ejecutada, salvo en el caso contemplado en el artículo 177 del 

Código Contencioso Administrativo. Cuando las condenas a que se refiere el artículo 335 se 

hayan impuesto a un departamento, una intendencia, una comisaría, un distrito especial, o 

un municipio, la respectiva entidad dispondrá de seis meses para el pago, sin que entre tanto 

pueda librarse ejecución contra ella, ni contarse el término establecido en dicho artículo 

335”. 

 

“El término de seis meses que establece el inciso anterior, se contará desde la ejecutoria de 

la sentencia o de la providencia que la complemente; pero cuando se hubiere apelado de 

aquélla o de ésta, comenzará a correr desde la ejecutoria del auto de obedecimiento a lo 

resuelto por el superior”. 

 

De acuerdo a lo anterior, es pertinente recordad la CATEGORÍA DE ENTIDAD 

PÚBLICA DE COLPENSIONES. 

 

El carácter de entidad pública de la Administradora Colombiana de Pensiones, se enmarca 

legalmente en lo dispuesto por el numeral 2 Literal b) del artículo 38 de la ley 489 de 1998 

que establece que las Empresas Industriales y Comerciales del Estado integran la rama 

ejecutiva del poder público en el orden nacional y tienen un carácter de entidad 

descentralizada. 

 

Con la expedición de la Ley 1151 de 2007 Colpensiones adquiere el carácter de entidad 

Administradora del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, de carácter público 

del orden nacional. La categoría anterior fue conservada en vigencia de la Ley 1437 de 2011, 

ya que el ámbito de aplicación del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso se extiende a todos los organismos y entidades que conforman el poder público 

en sus distintos órdenes, como Colpensiones, dándoles hoy el nombre de autoridades, las 

cuales se sujetan en sus actuaciones a los procedimientos establecidos en la Ley. 

 

Conviene agregar en este punto, que el parágrafo del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 

define que se entiende por entidad pública indicando que es todo órgano, organismo o entidad 

estatal, con independencia de su denominación y tratándose de empresas, el Estado debe 

tener una participación igual o superior al 50% de su capital. 
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El anterior marco normativo, permite a la Administradora Colombiana de Pensiones – 

Colpensiones como estructura administrativa con personalidad jurídica propia, ubicarse en 

un plano distinto al de los particulares, pese a que conforme al artículo 93 de la Ley 489 de 

1998, algunos actos que se expidan para el desarrollo de su actividad propia, industrial o 

comercial o de gestión económica se sujeten a las disposiciones del Derecho Privado. 

 

No obstante lo anterior, teniendo en cuenta la finalidad para la cual fue creada  

Colpensiones, en desarrollo del mandato del artículo 48 de la Constitución Política, sus 

actividades se llevan a cabo en función de su objeto social, el cual está orientado a la 

administración estatal del régimen de prima media con prestación definida, incluyendo 

además la administración de los beneficios económicos periódicos, lo que conlleva a sostener 

que tales actividades, refuerzan el carácter privilegiado frente a los demás particulares que 

no cumplen la función administrativa de administrar pensiones en el sector público. 

 

PRERROGATIVAS DE COLPENSIONES COMO EMPRESA INDUSTRIAL Y 

COMERCIAL DEL ESTADO: 

 

De esta forma, admitiendo el carácter de autoridad y entidad pública de la Administradora 

Colombiana de Pensiones – Colpensiones, no se puede desconocer que goza “de los 

privilegios y prerrogativas que la Constitución Política y las leyes confieren a la Nación y a 

las entidades territoriales, según el caso.” conforme al artículo 87 de la Ley 489, en donde 

se destaca en sede administrativa, el de contar con unos términos legales para efectos de dar 

cumplimiento a las sentencias judiciales en su contra como administradora estatal del 

Régimen de Prima Media, pues, es claro, que el procedimiento administrativo regulado en el 

artículo 192 de la Ley 1437 de 2011, es completamente aplicable a la entidad. 

 

Así las cosas, resulta pertinente traer a colación la norma objeto de análisis: 

 

"Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo ARTÍCULO 

192 CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS O CONCILIACIONES POR PARTE DE LAS 

ENTIDADES PÚBLICAS “Cuando la sentencia imponga una condena que no implique el 

pago o devolución de una cantidad líquida de dinero, la autoridad a quien corresponda su 

ejecución dentro del término de treinta (30) días contados desde su comunicación, adoptará 

las medidas necesarias para su cumplimiento. 

 

Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una 

suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir 

de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar 

la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada (...)”. 

 

En efecto, el artículo destaca dos plazos relevantes: El del primer inciso que impone: i) el 

deber de cumplir las sentencias judiciales por parte de las entidades públicas, ii) la orden de 

adoptar medidas necesarias para su cumplimiento y iii) el término de 30 días para cumplir 
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obligaciones no dinerarias, siendo esta última norma más precisa que el anterior artículo 176 

del Decreto 01 de 1984 que no distinguía las condenas de dar o hacer. Y el segundo inciso 

que regula el plazo de 10 meses para el cumplimiento de sentencias que impliquen pago de 

obligaciones dinerarias. 

 

Señora Juez, aterrizando al caso concreto, Dada la naturaleza jurídica de Colpensiones y su 

objeto social orientado a la administración estatal del RPMPD, incluyendo además la 

administración de los beneficios económicos periódicos, las condenas en su contra, 

originadas en la jurisdicción laboral, tienen el carácter de obligaciones dinerarias de dar, en 

la medida en que los derechos pensionales implican un reconocimiento de un derecho ligado 

al pago de una prestación económica y en esa medida le es aplicable plazo de los 10 meses. 

 

Si se revisa el contenido del artículo 100 del Código Procesal del Trabajo, norma especial 

que prevalece sobre el 488 del C.P.C., al tenor de lo dispuesto por el artículo 145 del CPR y 

SS pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que 

consten en documentos que provengan del deudor o que emanen de sentencia de condena 

proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, lo que significa que una sentencia 

judicial como título ejecutivo debe contener una obligación que sea clara, expresa y exigible. 

Este último requisito es el que debe armonizarse con el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011, 

pues si la norma establece un plazo legal a Colpensiones como autoridad y entidad pública 

para dar cumplimiento a una obligación derivada de un fallo judicial, no resultaría procedente 

que antes de dicho plazo se libre mandamiento de pago, ya que el título ejecutivo (sentencia 

judicial) adolece de la exigibilidad legal para hacerse efectivo. 

 

Lo dicho va acorde con el hecho de que Colpensiones, como entidad Pública cuenta con unos 

plazos legales para efectos de hacer las apropiaciones presupuestales correspondientes para 

el cumplimiento de sus obligaciones y adicionalmente, maneja sus recursos desde un enfoque 

presupuestal, pues, de acuerdo con lo estipulado en el Decreto 115 de 1996, que estableció 

las normas sobre elaboración, conformación, y ejecución de presupuestos de las Empresas 

Industriales y Comerciales del Estado en concordancia con la Ley Orgánica de Presupuesto, 

todo gasto debe estar soportado so pena de incurrir en las responsabilidades previstas en 

artículo 22 del Decreto 115 de 1996. De este modo, si se va a pagar una sentencia judicial en 

sede administrativa, el soporte del gasto es la misma sentencia que se presenta para pago 

dentro de los plazos legales para su cumplimiento con los requisitos a que haya lugar, carga 

esta que tiene el beneficiario de la misma. 

 

Por su parte  el Artículo 307 del Código General del Proceso, señala:  

EJECUCIÓN CONTRA ENTIDADES DE DERECHO PÚBLICO “…Cuando la 

Nación o una entidad territorial sea condenada al pago de una suma de dinero, podrá ser 

ejecutada pasados diez (10) meses desde la ejecutoria de la respectiva providencia o de la 

que resuelva sobre su complementación o aclaración…” 
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ASPECTOS RELEVANTES QUE DEBE APLICAR EL JUEZ LABORAL, EN 

CUMPLIMIENTO DE LA LEY 2008 DE 2019: 

 

El Artículo 98 de la Ley 2008 de 2019: dispone: “…La Nación, las entidades territoriales o 

cualquier entidad del orden central o descentralizada por servicios condenadas judicialmente 

al pago de sumas de dinero consecuencia del reconocimiento de una prestación del Sistema 

de Seguridad Social Integral, pagarán dichas sumas con cargo a los recursos de la seguridad 

social en un plazo máximo de diez (10) meses contados a partir de la fecha de la ejecutoria 

de la sentencia, de conformidad con el artículo 307 de la Ley 1564 de 2012. 

 

Como se observa, con la expedición del artículo 98 de la Ley 2008 de 2019, se disipó 

cualquier incertidumbre en torno a que la postergación de la exigibilidad de la sentencia 

también cobija a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES, por lo que, ante este cambio normativo, se despejaran los problemas 

jurídicos presentados con anterioridad a esta norma. 

 

Quiere decir esto, que desde siempre la correcta interpretación del artículo 307 del CGP, es 

la que ahora ha zanjado el artículo 98 de la Ley 2008 de 2019, por cuanto: (i) A partir de lo 

dispuesto en el art. 38 de la Ley 489 de 1998, COLPENSIONES hace parte de la 

Administración Pública del orden Nacional, y por ende, hace parte de la Nación, (ii) La 

Nación es garante del Régimen de Prima Media que administra Colpensiones, por cuanto el  

patrimonio de COLPENSIONES se compone en buena medida de las transferencias del 

presupuesto Nacional (Artículo 138 Ley y Decreto 7071 de 1995), (iii) El art. 307 del CGP 

y 192 del CPACA regulan una misma materia, deben aplicarse en un mismo sentido en virtud 

del derecho a la IGUALDAD y en consonancia con el principio de SOSTENIBILIDAD 

FISCAL Y EQUILIBRIO FINANCIERO DEL SISTEMA. 

 

Por otra parte se hace un análisis de cara con los fundamentos facticos deprecados por la 

parte activa de la litis de lo que se tiene que todas y cada una de las actuaciones de 

Colpensiones como administrador del régimen de prima media con prestación definida se 

acogen al principio de legalidad, además es claro que para cualquier tipo de reconocimiento 

pensional es necesario que cada una de las partes interesadas en el reconocimiento, acrediten 

y demuestren el cumplimiento de todos los requisitos ante la entidad, pues a voces del artículo 

6 superior se tiene que: 

 

“…(…) 

Artículo 6. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 

constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión 

o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. …(…)” 

 

Obligación reiterada en el artículo 121 ibídem; 

 

Artículo 121. Ninguna autoridad del estado podrá ejercer funciones distintas de las que 

le atribuyen la constitución y la ley. 
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En el caso que nos ocupa, la sentencia tiene constancia de ejecutoria a partir del 12 de 

diciembre de 2019, es evidente que no ha transcurrido el plazo que señala la norma, por 

lo que la excepción previa propuesta está llamada a prosperar. 

 

PETICION 
 

Por todo lo anterior muy respetuosamente, le solicito se reponga el Mandamiento de Pago y 

se conceda el plazo previsto en la Ley para esta clase de entidades, de modo que pueda dar 

cumplimiento a la sentencia que hoy se ejecuta. 

 

ANEXOS 

 

Se acompaña a la presente, las copias de la Escritura Pública No. 3993 del 12 de diciembre 

de 2019 a través de la cual se otorga poder general por parte de la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES - a la sociedad AHUMADA 

ABOGADOS ASESORÍA & CONSULTORÍA S.A.S y Sustitución de poder para actuar. 

 

NOTIFICACIONES 

 

1. El demandante en la dirección que aparece en la demanda. 

 

2. La Administradora Colombiana de pensiones COLPENSIONES recibe 

Notificaciones en la calle 18, entre carreras 1 y 2 Edificio del Rio, primer piso de la 

ciudad de Santa Marta. notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co. 

 

3. El suscrito las recibirá en la secretaria de su Despacho y en la dirección de correo 

electrónico: cesareduardoc.betancourt27@gmail.com y en la dirección: Carrera 57 

No. 99ª – 65 Oficina 11 Edificio Torres del Atlántico, Barranquilla – Atlántico. 

 

Respetuosamente. 

 

 

 
 

 

 

 

CESAR EDUARDO CASTAÑO BETANCOURT 

C. C. No. 1.004.424.638 de Santa Marta 

T. P. No. 250.719 del C. S. J. 
 

 

 

 

mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
mailto:cesareduardoc.betancourt27@gmail.com
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SEÑORES: 

JUZGADO TERCERO (03) LABORAL DEL CIRCUITO 

SANTA MARTA –MAGDALENA  

E.                                 S.                                         D. 

 

DEMANDANTE: JOSE DOMINGO MEDINA SOLENO. 

DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIA DE PENSIONES - COLPENSIONES 

RADICADO: 47-001-31-05-003-2018-00086-00. 

 

ASUNTO: SUSTITUCIÓN DE PODER. 

 

AHUMADA ABOGADOS ASESORIA & CONSULTORIA SAS, identificada con el Nit. 

900.739.461-1, legalmente constituida mediante documento privado del 15 de mayo de 2014, de 

Sabana Larga debidamente inscrita el 10 de junio de 2014 bajo el número 269.609 del libro IX, 

representada legalmente por el Dr. CAMILO ABELARDO AHUMADA CERVANTES, abogado 

en ejercicio identificado con la cedula de ciudadanía No. 8.643.161 expedida en Sabanalarga y 

portador de la tarjeta profesional No. 123.285 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en 

calidad de apoderado de la ADMINISTRADORA COLOMBIA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, según consta en la Escritura Publica No. 3993 del 12 de diciembre de 2019 de la 

Notaria Novena del Circulo de Bogotá,  por medio del presente me permito manifestar que 

SUSTITUYO el poder que se me ha conferido con las mismas facultades otorgadas, al Doctor 

CESAR EDUARDO CASTAÑO BETANCOURT, mayor de edad, identificado tal como aparece 

al pie de su respectiva firma, quien tendrá iguales facultades a las a mi conferidas y en señal de 

aceptación suscribe junto conmigo el presente escrito. 

 

El apoderado general o el apoderado especial podrán actuar en forma separada o conjunta y lo harán 

en representación de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES y con las mismas facultades. 

 

Agradeciendo su atención,  

 
CAMILO ABELARDO AHUMADA CERVANTES 

C.C. 8.643.161 de Sabanalarga 

T. P. 123.285 Consejo Superior de la Judicatura 

  

Acepto,  

 
CESAR EDUARDO CASTAÑO BETANCOURT 

C.C. 1.004.424.638 DE SANTA MARTA 

T.P.  250.719 C.S. J. 
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